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Honorable Camara de Diputados
Provincia de Buenos Aires





PROYECTO DE LEY
EL SENADO Y LA  CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONA CON FUERZA DE

LEY
  Artículo 1º. Modificase los artículos 5°, 6° y 21 de la ley 12.569, que quedarán redactados de la siguiente manera:

“Artículo 5º. Los niños, niñas, adolescentes y/o incapaces víctimas de violencia familiar, podrán poner directamente en conocimiento de los hechos al Servicio Local de Protección de Derechos. Y de hacerlo ante Juez o Tribunal, Ministerio Público o Policía Bonaerense, estos darán intervención al referido servicio sin perjuicio de ordenar y/o ejecutar las medidas cautelares que la situación requiera en el marco de sus competencias. "

“Artículo 6º. Corresponde a los Jueces de Familia, y a los Jueces de Paz Letrados del domicilio de la víctima, la competencia para conocer en las denuncias a que se refieren los artículos precedentes, salvo que la víctima sea niño, niña o adolescente en cuyo caso conocerá de la misma el Servicio Local de Protección de Derechos. 

Cuando la denuncia verse sobre hechos que configuren delitos de acción pública el Servicio Local de Protección de Derechos, o el Juez que haya prevenido, lo pondrá en conocimiento del Ministerio Público, pudiendo requerir y/o tomar medidas urgentes tendientes a hacer cesar el hecho que diera origen a la presentación. Se guardará reserva de identidad del denunciante cuando este así lo requiera. "
“Artículo 21º. Las normas procesales establecidas en esta Ley serán de aplicación, en lo pertinente, en los casos contemplados en el artículo 1º, aún cuando surja la posible comisión de un delito de acción pública o dependiente de instancia privada.


Cuando las víctimas fuesen niños, niñas, adolescentes y/o incapaces, se estará a lo dispuesto en el artículo 4º y 5º de la presente y a lo dispuesto en la ley 13.298 y su Decreto Reglamentario. "
Articulo 2°. En los municipios que no se encuentre funcionando el Servicio Local de Protección de Derechos como lo prevé la Ley 13.298, continuarán entendiendo en las denuncias los Órganos Judiciales establecidos en el art. 5º de la presente ley, pero puesto en funcionamiento el referido Servicio corresponderá a esté recepcionar las denuncias en las que se encuentren involucrados niños, niñas, adolescentes.
Articulo 3°. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Fundamentos

 En evidencia de la existencia de una desarmonización normativa entre las leyes  Provinciales 12.569 de Violencia Familiar y la Ley 13.298 de Promoción y Protección de los Derechos del Niño, y en razón de hacer cesar la misma, planteo una modificación de los artículos 5, 6 y 21 de la Ley 12.569 de Violencia Familiar a fin de adecuarla al nuevo paradigma en materia de niñez.
Atendiendo a que la Ley 13298 en su artículo 3 expresa con relación al grupo familiar que, “La política respecto de todos los niños tendrá como objetivo principal su contención en el núcleo familiar, a través de una implementación de planes y programas de prevención, asistencia e inserción social”. Y en su articulo7 reconoce como garantía de prioridad comprendiendo, entre otras situaciones, la protección y el auxilio de la familia y la comunidad de origen (inc. 1), y la asignación privilegiada de recursos públicos en las aéreas relacionadas con la promoción y protección de la niñez (inc. 2). Se entiende que el espíritu de mencionada norma es la protección integral de los derechos del niño, niña, y adolescentes, tratando de desjudicializar cualquier problemática que lo involucre, agotando la instancia administrativa mediante medidas tendientes a la protección de sus derechos y, por ende , de su grupo familiar siempre con el fin de evitar la instancia judicial. A tales efectos establece un procedimiento y crea organismos administrativos para evitar la judicialización (artículos 18, 19 y 20 y Decreto reglamentario 300/05). Muestra de ello es que la competencia asistencial con anterioridad a la reforma legislativa estaba  asignada a los tribunales de menores y hoy a los servicios locales (artículo, 96 ley 13.634).
Ahora, en luz de lo dispuesto por la Ley  12.569, y por su consecuente anterioridad, la misma prevé la judicialización de la cuestión sin contemplar la posibilidad de una instancia administrativa previa cuando la misma involucra niños.

De esta manera en su articulo 5 enuncia que, “Los menores de edad y/o incapaces de víctimas de violencia familiar, podrán directamente poner en conocimiento de los hechos al Juez o Tribunal o al Ministerio Público o a la autoridad pública con competencia en la materia a los fines de requerir la interposición de las acciones  legales correspondientes” Si bien el artículo autoriza a recurrir a la “autoridad pública con competencia en la materia…” lo cierto es que la competencia para intervenir en el problema se le asigna a la Justicia.  La autoridad competente se encuentra facultada para denunciar y no para abordar el problema o proponer alternativas de solución. Todo el tratamiento y resolución del problema se centra en sede judicial.
A su vez la mencionada Ley  en su artículo 6 determina, “Corresponde a los Tribunales de Familia, a los Jueces de menores, a los Juzgado de Primera Instancia Civil y a los Jueces de paz la competencia para conocer en la denuncia…” , no queda dudas que, en el marco, todo el problema se resuelve en sede Judicial, sin agotar- en el caso que involucre niños- la instancia administrativa, la cual puede omitirse sólo en los supuestos en los que la gravedad del hecho amerita una urgente y rápida intervención judicial en cuanto a las medidas cautelares a ordenar.

Lo cierto es que, en la generalidad de los casos, la violencia es detectada – y tratada- en organismos administrativos y excedida su posibilidad para resolver la cuestión o ante la necesidad de medidas que requieren de la instancia judicial – como última ratio- se da intervención a la justicia. 
 En consecuencia la ley de violencia familiar N° 12.569 debe ser modificada en lo que respecta a los niños, niñas, adolescentes previendo que el hecho se ponga previamente en conocimiento, del Servicio Local de Protección de Derechos, y será éste quien dentro del plazo previsto en el articulo 5 del decreto reglamentario de la ley 12.569 evaluará conforme las circunstancias del caso si este se enmarca en el articulo 1° de la mencionada ley y formular la denuncia a la cual refiere el articulo 4 de la ley 13298, sin perjuicio de continuar  sustanciando el procedimiento administrativo para incluir la cuestión en alguno de sus programas.

La reforma que se propicia trata de invertir la prelación del conocimiento y abordaje de la cuestión en los casos que se involucran niños, niñas, y adolescentes, dando competencia en primer término a la instancia administrativa (Servicio Local) y de ser necesaria la intervención de la instancia judicial. En definitiva evitar que los niños queden envueltos o expuestos a un proceso judicial  pudiendo resolverse en una instancia administrativa previa.

En la forma como se encuentra redactada la Ley 12.569 de Violencia Familiar se puede dar el caso que, si se afectan a algún derecho niños, niñas, adolescentes y se formula denuncia en función de esta Ley, el problema o la situación se pretenderá resolver con la intervención de la Justicia sin ningún procedimiento administrativo previo. En cambio si adecuamos esta última a  la ley 13.298 previamente, deberá tramitarse todo un procedimiento administrativo y de ser necesario se recurrirá a la Justicia. 
La norma de la ley 13.298 manda que en el supuesto se formule denuncia ante autoridad policial, ésta debe comunicarlo al Servicio Local precisamente para sustanciar el procedimiento establecido en su Capítulo V y en decreto reglamentario 300/05. Contrariamente el articulo 5 del decreto reglamentario de la ley 12.569 N°. 2.875/05 manda que ante una denuncia por violencia familiar en sede policial  si bien indica se debe remitir copia al Servicio Local, lo cierto es que debe remitirla a la autoridad jurisdiccional competente, o sea habilitar la instancia judicial sesgando el procedimiento previo previsto en la ley 13.298.

Claramente, la reforma que propicio tiende a asegurar que en los casos de  violencia familiar en los que se encuentren involucrados los niños, niñas, adolescentes se agote el procedimiento administrativo previsto en el Capítulo V de la Ley 13.298 y art. 35 y sgts de su decreto reglamentario 300/05, haciendo cesar la inconsistencia verificada en las normas antes mencionadas, que es precisamente la finalidad que persigue este proyecto.

Por ultimo, ante la creación de Juzgados con competencia y especialización en materia de Familia (art. 9 ley 13.634), con un Cuerpo Técnico Auxiliar que asiste exclusivamente a los Juzgados de Familia y al Fuero de la Responsabilidad Pena Juvenil (art.25 ley citada) se excluye de la norma la intervención de los Jueces de Primera Instancia en lo Civil y Comercial que tienen competencia en otras materias,  y a los Jueces de Menores cuyo cargo ha sido disuelto (art. 19 de la ley citada).

Así también en el supuesto cuando la denuncia verse sobre hechos que configuren delitos de acción pública, el Servicio Local Protección de los Derechos, o el Juez  que haya prevenido, lo pondrá en conocimiento del Ministerio Público Fiscal, que es el titular de la acción pública y el  responsable de la investigación (art. 56 del código procesal penal y art. 17, inc.1 y 2 de la ley del Ministerio Público N°: 12.061) 

Por lo expuesto, solicito a los señores Legisladores, la aprobación del presente proyecto.
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